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IMPUESTOS ESPECIALES: Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos: 
declaración por STJUE de 27 de febrero de 2014 de la vulneración de la normativa comunitaria por 
carecer de la finalidad específica que permitiría crear impuestos diferentes a los armonizados: devolución 
procedente. 

 

Jurisdicción:Contencioso-Administrativa 

Recurso contencioso-administrativo 879/2012  

Ponente:Ilmo. Sr. D. Daniel Ruiz Ballesteros  

 

T.S.J.EXTREMADURA SALA CON/AD 

 CACERES 

 SENTENCIA: 00677/2014  

La Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Extremadura, 

integrada por los Iltmos. Sres. Magistrados del margen, en nombre de S. M. el Rey ha dictado la 

siguiente: 

 SENTENCIA Nº 677  

PRESIDENTE : 

 DON DANIEL RUIZ BALLESTEROS 

 MAGISTRADOS 

 Dª ELENA MENDEZ CANSECO 

 DON MERCENARIO VILLALBA LAVA 

 DON RAIMUNDO PRADO BERNABEU 

 DON CASIANO ROJAS POZO 

 DON JOSE MARIA SEGURA GRAU / 

En Cáceres a ocho de Julio de dos mil catorce.- 

Visto el recurso contencioso administrativo nº 879 de 2012 , promovido por el Procurador D. Carlos 
Alejo Leal Lopez, en nombre y representación del recurrente D. GESTORA ESTACION DE SERVICIO 

OLIVA S.A siendo demandada LA ADMINISTRACION GENERAL DEL ESTADO , representada y 
defendida por el Sr. Abogado del Estado; recurso que versa sobre: Resolución del Tribunal Económico-
Administrativo Regional de Extremadura, que desestima la reclamación económico-administrativa 
interpuesta contra el Acuerdo de la Dependencia de Aduanas e Impuestos Especiales, Agencia Estatal de 
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Administración Tributaria.- 

CUANTÍA: 146.139,56 €.- 

 

ANTECEDENTES DE HECHO 

 

 PRIMERO: Por la parte actora se presentó escrito mediante el cual interesaba se tuviera por 
interpuesto recurso contencioso administrativo contra el acto que ha quedado reflejado en el 
encabezamiento de esta sentencia.- 

 

 SEGUNDO : Seguido que fue el recurso por sus trámites, se entregó el expediente administrativo a la 
representación de la parte actora para que formulara la demanda, lo que hizo seguidamente dentro del 
plazo, sentando los hechos y fundamentos de derecho que estimó pertinentes y terminando suplicando se 
dictara una sentencia por la que se estime el recurso, con imposición de costas a la demandada; dado 
traslado de la demanda a la parte demandada de la Administración para que la contestase, evacuó dicho 
trámite interesando se dictara una sentencia desestimatoria del recurso, con imposición de costas a la 
parte actora.- 

 

 TERCERO: No habiendo sido solicitado el recibimiento a prueba del recuso, ni estimarlo necesario la 
Sala, se señaló seguidamente día para la votación y fallo del presente recurso, que se llevó a efecto en el 
fijado.- 

 CUARTO.- En la tramitación del presente recurso se ha observado las prescripciones legales.- 

Siendo ponente para este trámite el Ilmo Sr. Magistrado DON DANIEL RUIZ BALLESTEROS 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO. 

 

PRIMERO 

 .- La parte actora formula recurso contencioso-administrativo contra la Resolución del Tribunal 
Económico-Administrativo Regional de Extremadura, que desestima la reclamación económico-
administrativa interpuesta contra el Acuerdo de la Dependencia de Aduanas e Impuestos Especiales, 
Agencia Estatal de Administración Tributaria, desestimatorio de la solicitud de devolución de ingresos 
indebidos de las cuotas del Impuesto sobre Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos. 

La demanda se fundamenta, básica y principalmente, en que la Comisión Europea sostiene que el 
tributo, creado por Ley 24/2001, es contrario a la Directiva 92/12/CEE, por cuanto que España, además 
del Impuesto Especial sobre Hidrocarburos armonizado a nivel de la UE (Impuesto sobre Hidrocarburos), 
aplica el Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos (IVMDH), un impuesto 
que grava los carburantes que se venden en las gasolineras, en que el tipo está fijado, dentro de ciertos 
límites, por las Comunidades Autónomas, y cuya recaudación se utiliza supuestamente para financiar el 
sistema de asistencia sanitaria. 

Añade que el impuesto vulnera la Directiva pues el devengo no tiene lugar en el momento en que los 
productos dejan el último depósito fiscal sino en una fase posterior, cuando los productos en cuestión se 
venden al comprador en la gasolinera, y porque el art. 3.1 de la Directiva establece que cualquier otro 
impuesto indirecto sobre hidrocarburos debe tener una "finalidad específica", es decir, que no sea 
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presupuestaria. A ello debe sumarse que la propia la postura de las autoridades españolas manifestando 
su voluntad de derogar el Impuesto Especial sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos 
cuando puedan compensar su recaudación incrementando el Impuesto sobre Hidrocarburos llevan a la 
conclusión, unido al contenido del Dictamen de la Comisión Europea, de que se trata de un impuesto 
ilegal que contraviene la normativa comunitaria. 

Se invoca la primacía de la Directiva comunitaria y la ilegalidad de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre ( 
RCL 2001, 3248 ; RCL 2002, 1348 y 1680) por contraria al principio de reserva de ley, pues el impuesto 
fue creado en una "ley de acompañamiento a los Presupuestos Generales". Solicita la estimación del 
recurso y la devolución de los ingresos indebidos y, por medio de otrosí, el planteamiento por la Sala de 
la cuestión prejudicial al Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas por la incompatibilidad de la 
Ley al art. 3.2 de la Directiva, así como el planteamiento de la cuestión de inconstitucionalidad por 
contrariar la Ley el art. 134.7 de la Constitución Española ( RCL 1978, 2836 ) . 

El Abogado del Estado se opuso a la demanda alegando la conformidad a Derecho de la Resolución 
impugnada con remisión en su argumentación a la decisión del TEAR de Extremadura y a diversas 
sentencias de los Tribunales Superiores de Justicia. 

 

SEGUNDO 

 .- En la Ley 24/2001, de 27 de diciembre ( RCL 2001, 3248 ; RCL 2002, 1348 y 1680) , de Medidas 
Fiscales, Administrativas y del Orden Social, entre otras medidas tributarias, se estableció, en el marco 
del modelo de financiación de las Comunidades Autónomas, el nuevo Impuesto sobre las Ventas 
Minoristas de Determinados Hidrocarburos, "con la condición de impuesto estatal cedido a las 
Comunidades Autónomas y quedando afectada su recaudación a la cobertura de los gastos en materia 
de sanidad y, en su caso, de los de actuaciones medio ambientales", y dispone lo siguiente (art. 9): 

"Uno. Naturaleza. 

1. El Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos es un tributo de naturaleza 
indirecta que recae sobre el consumo de aquéllos, gravando en fase única, las ventas minoristas de los 
productos comprendidos en su ámbito objetivo, con arreglo a las disposiciones de esta Ley. 

2. La cesión del impuesto a las Comunidades Autónomas se regirá por lo dispuesto en las normas 
reguladoras de la Cesión de Tributos del Estado a las Comunidades Autónomas y tendrá el alcance y 
condiciones que para cada una de ellas establezca su respectiva Ley de cesión. 

3. Los rendimientos que se deriven del presente Impuesto quedarán afectados en su totalidad a la 
financiación de gastos de naturaleza sanitaria orientados por criterios objetivos fijados en el ámbito 
nacional. No obstante lo anterior, la parte de los recursos derivados de los tipos de gravamen 
autonómicos podrá dedicarse a financiar actuaciones medioambientales que también deberán orientarse 
por idéntico tipo de criterios". 

"Ocho. Devengo. 

1. El impuesto se devenga en el momento de la puesta de los productos comprendidos en el ámbito 
objetivo a disposición de los adquirentes o, en su caso, en el de su autoconsumo y siempre que el 
régimen suspensivo a que se refiere el apartado 20 del artículo 4 de la Ley 38/1992, de 28 de diciembre ( 
RCL 1992, 2787 y RCL 1993, 150) , de Impuestos Especiales , haya sido ultimado. 

2. En las importaciones previstas en la letra b) del apartado uno del punto cuatro, el impuesto se 
devengará en el momento en que los productos comprendidos en el ámbito objetivo queden a disposición 
de los importadores, una vez que la importación a consumo de los mismos y el régimen suspensivo a que 
se refiere el apartado 20 del artículo 4 de la Ley 38/1992 hayan quedado ultimados". 
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La Directiva 92/12 CEE señala en su artículo 3 lo siguiente: 

"1. La presente Directiva es aplicable, a escala comunitaria, a los productos siguientes, definidos en 
sus correspondientes Directivas: 

- los hidrocarburos; 

- el alcohol y las bebidas alcohólicas; 

- las labores del tabaco. 

2. Los productos a que se refiere el apartado 1 podrán estar gravados por otros impuestos indirectos 
de finalidad específica , a condición de que tales impuestos respeten las normas impositivas aplicables en 
relación con los impuestos especiales o el IVA para la determinación de la base imponible, la liquidación, 
el devengo y el control del impuesto. 

3. Los Estados miembros conservarán la facultad de introducir o mantener gravámenes sobre otros 
productos que no sean los enunciados en el apartado 1, siempre y cuando dichos gravámenes no den 
lugar, en el comercio entre Estados miembros, a formalidades relativas al cruce de fronteras. 

Con la misma limitación, los Estados miembros conservarán igualmente la facultad de imponer 
gravámenes a prestaciones de servicios siempre que no tengan el carácter de impuestos sobre el 
volumen de negocios, incluidas las relacionadas con los productos objeto de impuestos especiales". 

Según el demandante, en el Dictamen de la Comisión se afirma que el IVMDH no cumple plenamente 
los requisitos establecidos en el art. 3, apartado 2, de la Directiva 92/12/CEE porque a) el devengo del 
impuesto no se ajusta al impuesto especial armonizado, puesto que no tiene lugar en el momento en que 
los productos dejan el último depósito fiscal en una fase posterior, cuando los productos en cuestión se 
venden al comprador en la gasolinera; y b) en el art. 3, apartado 2, de la Directiva 92/12/CEE , se 
establece que cualquier otro impuesto indirecto sobre hidrocarburos debe tener una "finalidad específica", 
habiendo entendido ya el Tribunal de Justicia Europeo que "finalidad específica", en este contexto, es una 
finalidad que no sea presupuestaria. 

 

TERCERO 

 .- Las recomendaciones y los dictámenes no son jurídicamente vinculantes para los Estados miembros 
destinatarios de los mismos. Así, de acuerdo con el art. 288 del Tratado de Funcionamiento de la Unión 
Europea (versión consolidada publicada en el Diario Oficial de la Unión Europea nº C 115 de 9/5/2008, 
que se corresponde con el antiguo art. 249 del Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea en su 
versión consolidada publicada en el Diario Oficial n° C321 E de 29 de diciembre de 2006) las 
recomendaciones y los dictámenes no son jurídicamente vinculantes para los Estados miembros 
destinatarios de los mismos, y conforme al art. 258 del referido Tratado de Funcionamiento de la Unión 
Europea (que se corresponde con el antiguo art. 226 del Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea), 
"Si la Comisión estimare que un Estado ha incumplido una de las obligaciones que le incumben en virtud 
de los Tratados, emitirá un dictamen motivado al respecto, después de haber ofrecido a dicho Estado la 
posibilidad de presentar sus observaciones. Si el Estado de que se trate no se atuviere a este dictamen 
en el plazo determinado por la Comisión, ésta podrá recurrir al Tribunal de Justicia de la Unión Europea". 

En ese sentido ha de significarse que el Estado español ha dado respuesta al Dictamen sin que se 
haya llegado a un acuerdo, y no consta, sin que tampoco se haya alegado de contrario, que la Comisión 
Europea haya presentado recurso por este asunto ante el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, lo 
que determina que el dictamen de la Comisión no produce ningún efecto sobre la vigencia y eficacia de 
las normas dictadas por los Estados miembros, y en particular sobre la Ley de creación del impuesto 
controvertido por Ley 24/2001 ( sentencia del TJCE de 29 de Septiembre de 1998 ). 
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Por lo que se refiere a la objeción que la Comisión había opuesto a este impuesto especial en su 
dictamen en el sentido de que su finalidad sea puramente presupuestaria, hemos de señalar que, según 
el Gobierno español, los objetivos de este impuesto van más allá. Según las autoridades españolas, la 
finalidad específica del IVMDH es evitar y corregir el impacto exterior negativo asociado al consumo de 
hidrocarburos, que determina, de un lado, un aumento de los gastos sanitarios, por la siniestralidad 
asociada a la conducción, y, de otro, una afectación negativa al medio ambiente, y a la salud por las 
emisiones contaminantes. 

En el mismo sentido, el Gobierno español puso de manifiesto que "existe un vínculo entre la estructura 
del impuesto y su objetivo, ya que, por una parte, el impuesto está concebido para proteger tanto la salud 
pública como el medio ambiente y, por otro, desalienta el consumo de hidrocarburos al gravar su 
consumo, al considerar a dichos derivados del petróleo como perjudiciales para la sanidad pública y el 
medio ambiente". 

 

CUARTO 

 .- El Tribunal de Justicia de la Unión Europea se ha pronunciado ya en relación con la decisión 
prejudicial planteada, con arreglo al artículo 267TFUE , por el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, 
mediante Auto de 29 de noviembre de 2011 , que tiene por objeto la interpretación del artículo 3, apartado 
2, de la Directiva 92/12/CEE del Consejo, de 25 de febrero de 1992 , relativa al régimen general, 
tenencia, circulación y controles de los productos objeto de impuestos especiales. 

Dice esta sentencia de 27 de febrero de 2014 por la que se resuelve la aludida cuestión prejudicial en 
los puntos 20 a 36 lo siguiente: 

"20. Mediante sus cuestiones, que procede examinar conjuntamente, el tribunal remitente desea saber, 
en esencia, si el artículo 3, apartado 2, de la Directiva 92/12 debe interpretarse en el sentido de que se 
opone a una norma nacional que establece un impuesto sobre la venta minorista de hidrocarburos , como 
el IVMDH controvertido en el litigio principal. 

21. A este respecto, cabe recordar que, según el artículo 3, apartado 2, de la Directiva 92/12 , los 
hidrocarburos podrán estar sujetos a impuestos indirectos distintos del impuesto especial establecido por 
dicha Directiva si, por una parte, esos impuestos indirectos persiguen una o varias finalidades 
específicas, y, por otra parte, respetan las normas impositivas aplicables en relación con los impuestos 
especiales o con el IVA para la determinación de la base imponible, la liquidación, el devengo y el control 
del impuesto (véase la sentencia EKW y Wein & Co. [TJCE 2000, 35], antes citada, apartado 30). 

22. Estos dos requisitos, que tienen por objeto evitar que los impuestos indirectos suplementarios 
obstaculicen indebidamente los intercambios ( sentencias de 24 de febrero de 2000 [TJCE 2000, 32], 
Comisión/Francia, C-434/97 , Rec. p. I-1129, apartado 26, y EKW y Wein & Co. [TJCE 2000, 35], antes 
citada, apartado 46) tienen carácter cumulativo, como se desprende del propio tenor de dicha disposición. 

23. En relación con el primer requisito, de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia se desprende que 
una finalidad específica, en el sentido del artículo 3, apartado 2, de la Directiva 92/12 , es un objetivo 
distinto del exclusivamente presupuestario (véanse las sentencias Comisión/Francia, antes citada, 
apartado 19; EKW y Wein & Co. [TJCE 2000, 35], antes citada, apartado 31 , y de 10 de marzo de 2005 
[TJCE 2005, 59], Hermann, C-491/03 , Rec. p. I-2025, apartado 16). 

24. En el caso de autos, consta que los ingresos del IVMDH han sido afectados a las Comunidades 
Autónomas para que éstas financien el ejercicio de algunas de sus competencias. Como se desprende de 
los autos en poder del Tribunal de Justicia, el tipo de gravamen de dicho impuesto es el resultado de la 
suma del tipo de gravamen fijado a escala estatal y del tipo de gravamen fijado por la Comunidad 
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Autónoma de que se trate. 

25. Sobre este particular, es necesario recordar que el Tribunal de Justicia ya ha declarado que el 
aumento de la autonomía de un ente territorial mediante el reconocimiento de una potestad tributaria 
constituye un objetivo puramente presupuestario, que no puede, por sí solo, constituir una finalidad 
específica en el sentido del artículo 3, apartado 2, de la Directiva 92/12 (sentencia EKW y Wein & Co. 
[TJCE 2000, 35], antes citada, apartado 33). 

26. La Generalitat de Catalunya y el Gobierno español, apoyados por los Gobiernos griego y francés, 
sostienen sin embargo que los ingresos del IVMDH no se atribuyen a las Comunidades Autónomas de 
manera genérica para cumplir el objetivo meramente presupuestario de reforzar su capacidad financiera, 
sino para atender los gastos que generan las competencias transferidas en materia de sanidad y de 
medioambiente. Afirman que, en efecto, en virtud del artículo 9, apartado 1, punto 3 , de la Ley 24/2001 , 
los rendimientos de dicho impuesto que resulten de la suma del tipo de gravamen estatal y del tipo de 
gravamen establecido por la Comunidad Autónoma de que se trata deben afectarse obligatoriamente a 
atender los gastos sanitarios, mientras que los rendimientos resultantes del último tipo de gravamen 
pueden afectarse, en su caso, a atender gastos en materia de medioambiente. Aseveran que, a diferencia 
del impuesto indirecto, que tiene por objeto específico recaudar ingresos de carácter meramente 
presupuestario, el IVMDH contribuye por su concepción e incidencia a la finalidad específica de reducir 
los costos sociales provocados por el consumo de hidrocarburos. 

27. A este respecto, procede observar, en primer lugar, que, ya que todo impuesto tiene 
necesariamente una finalidad presupuestaria, el mero hecho de que un impuesto como el IVMDH tenga 
finalidad presupuestaria no basta, por sí mismo, a menos que se prive de todo contenido al artículo 3, 
apartado 2, de la Directiva 92/12 , para excluir que pueda considerarse que dicho impuesto tiene también 
una finalidad específica, en el sentido de esta disposición (véase, en este sentido, la sentencia EKW y 
Wein & Co. [TJCE 2000, 35], antes citada, apartado 33). 

28. Por otro lado, como indicó en esencia el Abogado General en los puntos 26 y 27 de sus 
conclusiones, la afectación predeterminada de los rendimientos de un impuesto como el IVMDH a la 
financiación por parte de autoridades regionales, como las Comunidades Autónomas, de competencias 
que les ha transferido el Estado en materia de sanidad y medioambiente podría constituir un elemento 
que debe tenerse en cuenta para identificar la existencia de una finalidad específica en el sentido del 
artículo 3, apartado 2, de la Directiva 92/12 (véase, en este sentido, la sentencia EKW y Wein & Co. 
[TJCE 2000, 35], antes citada, apartado 35). 

29. No obstante, tal afectación, que resulta de una mera modalidad de organización presupuestaria 
interna de un Estado miembro, no puede, como tal, constituir un requisito suficiente a este respecto, ya 
que cualquier Estado miembro puede ordenar la afectación del rendimiento de un impuesto a la 
financiación de determinados gastos, sea cual sea la finalidad perseguida. En caso contrario, cualquier 
finalidad podría considerarse específica en el sentido del artículo 3, apartado 2, de la Directiva 92/12 , lo 
que privaría al impuesto indirecto armonizado por esta Directiva de todo efecto útil y sería contrario al 
principio con arreglo al cual una disposición que establece una excepción, como el mencionado artículo 3, 
apartado 2, debe ser objeto de interpretación estricta. 

30. En cambio, para considerar que persigue una finalidad específica, en el sentido de esta disposición, 
es preciso que un impuesto como el IVMDH tenga por objeto, por sí mismo, garantizar la protección de la 
salud y del medioambiente. Tal sería el caso, en particular, como señaló esencialmente el Abogado 
General en los puntos 28 y 29 de sus conclusiones, si los rendimientos de dicho impuesto debieran 
utilizarse obligatoriamente para reducir los costes sociales y medioambientales vinculados 
específicamente al consumo de los hidrocarburos que grava dicho impuesto, de tal modo que existiera un 
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vínculo directo entre el uso de los rendimientos y la finalidad del impuesto en cuestión. 

31. Sin embargo, en el litigio principal es pacífico que las Comunidades Autónomas deben afectar los 
rendimientos del IVMDH a los gastos sanitarios en general, y no a los vinculados específicamente al 
consumo de los hidrocarburos gravados. Ahora bien, tales gastos generales pueden financiarse mediante 
el rendimiento de toda clase de impuestos. 

32. Además, se desprende de los elementos obrantes en poder del Tribunal de Justicia que la norma 
nacional controvertida no establece ningún mecanismo de afectación predeterminada a fines 
medioambientales de los rendimientos del IVMDH. Pues bien, a falta de tal afectación predeterminada, no 
puede considerarse que un impuesto como el IVMDH, como puso de manifiesto en esencia el Abogado 
General en los puntos 25 y 26 de sus conclusiones, tenga por objeto, por sí mismo, garantizar la 
protección del medioambiente, y, por tanto, que persiga una finalidad específica en el sentido del artículo 
3, apartado 2, de la Directiva 92/12 , a menos que dicho impuesto esté concebido, por lo que respecta a 
su estructura, en particular, al hecho imponible o al tipo de gravamen, de tal modo que disuada a los 
contribuyentes de utilizar hidrocarburos o que fomente el uso de otros productos cuyos efectos sean 
menos nocivos para el medioambiente. 

33. Sin embargo, no se deduce de los autos remitidos al Tribunal de Justicia que éste sea el caso en el 
litigio principal, y, a mayor abundamiento, no se ha sostenido en modo alguno en las observaciones 
escritas presentadas ante el Tribunal de Justicia que éstas sean las características del IVMDH. 

34. De ello se desprende que no puede considerarse que un impuesto como el IVMDH controvertido en 
el litigio principal, del que se deduce de los elementos obrantes en poder del Tribunal de Justicia que 
actualmente está integrado en el tipo del impuesto indirecto armonizado, persiga una finalidad específica, 
en el sentido del artículo 3, apartado 2, de la Directiva 92/12 . 

35. Por consiguiente, cabe concluir, sin que sea necesario examinar si se cumple el segundo requisito 
enunciado en dicho artículo 3, apartado 2, relativo al respeto de las normas impositivas aplicables en 
relación con los impuestos especiales o el IVA, que esta disposición debe interpretarse en el sentido de 
que se opone a que un impuesto, como el IVMDH, pueda considerarse conforme a los requisitos de dicho 
artículo. 

36. En consecuencia, procede responder a las cuestiones planteadas que el artículo 3, apartado 2, de 
la Directiva 92/12 debe interpretarse en el sentido de que se opone a una norma nacional que establece 
un impuesto sobre la venta minorista de hidrocarburos, como el IVMDH controvertido en el litigio principal, 
ya que no puede considerarse que tal impuesto persiga una finalidad específica en el sentido de dicha 
disposición, toda vez que el mencionado impuesto, destinado a financiar el ejercicio, por parte de los 
entes territoriales interesados, de sus competencias en materia de sanidad y de medioambiente, no tiene 
por objeto, por sí mismo, garantizar la protección de la salud y del medioambiente". 

En virtud de todo lo expuesto, el Tribunal de Justicia (Sala Tercera) declara: 

"El artículo 3, apartado 2, de la Directiva 92/12/CEE del Consejo, de 25 de febrero de 1992 , relativa al 
régimen general, tenencia, circulación y controles de los productos objeto de impuestos especiales, debe 
interpretarse en el sentido de que se opone a una norma nacional que establece un impuesto sobre la 
venta minorista de hidrocarburos, como el Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados 
Hidrocarburos controvertido en el litigio principal, ya que no puede considerarse que tal impuesto persiga 
una finalidad específica en el sentido de dicha disposición, toda vez que el mencionado impuesto, 
destinado a financiar el ejercicio, por parte de los entes territoriales interesados, de sus competencias en 
materia de sanidad y de medioambiente, no tiene por objeto, por sí mismo, garantizar la protección de la 
salud y del medioambiente". 
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A la vista de la mencionada sentencia del Tribunal de Justicia, procede la estimación del recurso, 
ordenando a la Administración que continúe el procedimiento y resuelva con base en la fundamentación 
jurídica expuesta. 

 

QUINTO 

 .- En virtud de lo dispuesto en el artículo 139.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio ( RCL 1998, 1741 ) , 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso- Administrativa, después de la reforma efectuada por la Ley 
37/2011, de 10 de octubre ( RCL 2011, 1846 ) , de medidas de agilización procesal, que entró en vigor el 
día 31-10-2011, procede imponer las costas procesales a la Administración General del Estado. 

VISTOS los artículos citados y demás preceptos de pertinente y general aplicación, EN NOMBRE DE 
S.M. EL REY, por la potestad que nos confiere la CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA 

 

FALLAMOS 

Estimar el recurso contencioso-administrativo interpuesto por el Procurador de los Tribunales Sr. Leal 
López, en nombre y representación de la entidad mercantil "Gestora Estación de Servicio Oliva, S.A.", 
contra la Resolución del Tribunal Económico-Administrativo Regional de Extremadura, de fecha 31 de 
agosto de 2012, dictada en la reclamación económico-administrativa número 06/534/2012, y declaramos 
haber lugar a los siguientes pronunciamientos: 

1) Anulamos la Resolución del Tribunal Económico-Administrativo Regional de Extremadura, de fecha 
31 de agosto de 2012, reclamación económico-administrativa número 06/534/2012, por no ser conforme a 
Derecho. 

2) Condenamos a la Administración demandada a la tramitación de la solicitud presentada, resolviendo 
la misma conforme a la fundamentación jurídica de la presente sentencia. Al importe resultante le será de 
aplicación el interés de demora previsto en el artículo 32.2 de la Ley General Tributaria . 

3) Condenamos a la Administración General del Estado al pago de las costas procesales causadas. 

Contra la presente sentencia cabe recurso de casación para la unificación de doctrina en el plazo de 
treinta días, siempre que se cumplan los requisitos establecidos en los artículos 96 y 97 de la Ley 
29/1998, de 13 de julio ( RCL 1998, 1741 ) , reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. De 
conformidad con lo dispuesto en la Disposición Adicional Decimoquinta de la ( RCL 1985, 1578 y 2635) 
LOPJ , según la reforma efectuada por LO 1/2009, de 3 de noviembre ( RCL 2009, 2089 ) , si se 
interpone recurso de casación deberá consignarse el depósito de 50 euros. Si no se consigna dicho 
depósito el recurso no se admitirá a trámite. Asimismo, deberá justificarse el pago de la tasa prevista en 
la Ley 10/2012, de 20 de noviembre ( RCL 2012, 1586 ) , por la que se regulan determinadas tasas en el 
ámbito de la Administración de Justicia y del Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses. 

Y para que esta sentencia se lleve a puro y debido efecto, remítase testimonio, junto con el expediente 
administrativo, al órgano que dictó la resolución impugnada, que deberá acusar recibo dentro del término 
de diez días conforme previene la Ley, y déjese constancia de lo resuelto en el procedimiento. 

Así por esta nuestra sentencia, definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y firmamos. 

 

 
 


